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Resumen
Se analiza la incidencia de la ¿FWD�
confessio o confesión presunta en 
el marco de aplicación del art. 72 de 
OD� /�� ������� \� VX� QR� FRQÀLFWLYLGDG��
respecto del procedimiento civil ni 
con el principio constitucional de no 
autoincriminación, ni con la noción 
del debido proceso. Se plantea que 
el silencio o las respuestas esquivas 
durante la fase de prueba por escrito, 
no necesariamente afectan el dere-
cho de defensa ni se contrapone al 
principio de no autoincriminación, así 
como que tal actitud puede estar jus-
WL¿FDGD�HQ�GHWHUPLQDGR�PRPHQWR�
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INTRODUCCIÓN

A propósito del tratamiento procesal de la rebeldía o el defecto, en la República Do-
minicana ha imperado, en líneas muy generales, el sistema de la ¿FWD�OLWLV�FRQWHVWD-
tio, de origen romano-canónico, en que la inactividad del defectuante no se interpre-
ta como una confesión ni cosa parecida, sino, todo lo contrario, como una objeción a 
lo alegado e invocado por su contendor. En consecuencia, la autoridad judicial debe 
instruir rigurosamente el proceso y garantizar la tutela de los derechos de la parte 
ausente, de suerte que, como manda el art. 150 del Código Procesal Penal (CPC), 
PRGL¿FDGR�SRU� OD�/���������� ODV�FRQFOXVLRQHV�GH� OD�SDUWH�TXH�UHTXLHUD�HO�GHIHFWR�
solo sean acogidas en la medida de su justedad y de que reposen en prueba legal. 

Sin embargo, en el contexto referencial del interrogatorio directo o la comparecencia 
personal de las partes, que es como mejor se le conoce entre nosotros, regida por 
los arts. 60 y ss. de la L. 834-78, se produce una situación de excepción ya que, 
contra todo pronóstico, el juez queda habilitado para extraer cualquier secuela ne-
gativa de la ausencia de esas partes o de su renuencia a contestar las preguntas 
que le sean formuladas. Esta aparente contradicción entre lo que sería un régimen 
especial, pautado, en concreto, para la medida de instrucción de audición directa 
de las partes y el patrón general seguido para el procedimiento contencioso en de-
fecto provoca algunas alarmas, señeramente, entre quienes piensan que con ello 
se quebrantan garantías de hondo calado, incluso de orden constitucional. Nosotros 
entendemos que no, que la disposición del art. 72 de la L. 834-78 no obedece a un 
FDSULFKR��D�XQD�GLYDJDFLyQ�R�D�XQD�LUUHÀH[LyQ�GHO�OHJLVODGRU��VLQR�TXH�UHVSRQGH�D�
una corriente solvente, de amplia aceptación, articulada con inteligencia para resol-
ver coyunturas que de otro modo llevarían a un despeñadero. 

Cómo citar:

Alarcón Polanco, E. (2021). El silencio de las partes en el marco de su comparecencia personal ante los 
tribunales civiles y la aducida inconstitucionalidad del art. 72 de la Ley 834 de 1978.
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

De acuerdo con el art. 72 de la L. 834-78, “el juez puede sacar cualquier consecuen-
cia de derecho de las declaraciones de las partes, de la ausencia o de la negativa 
a responder de una de ellas y considerar esta como equivalente a un principio de 
prueba por escrito”. La pasada disposición, sobre todo en lo concerniente a los po-
sibles efectos y derivaciones procesales del silencio, cuando quien se ampara en él 
es uno de los litigantes durante su comparecencia personal, sea que se abstenga de 
presentarse al interrogatorio o que, habiéndolo hecho, se resista a responder sobre 
aquello que se le pregunta, recoge nuestra versión, tomada del molde francés, de 
la doctrina de la ¿FWD�FRQIHVVLR�R��HQ�EXHQ�FDVWHOODQR��GH�OD�FRQIHVLyQ�¿FWD��WiFLWD�R�
presunta.

Tanto en Francia (art. 198 NCPC) como entre nosotros, el modelo de la ¿FWD�DGPLV-
sio, como también se le conoce en derecho comparado, se corresponde con una 
trasposición mucho más ligera y atemperada que la vigente en España1 y otros paí-
ses del área, como, por ejemplo, Venezuela2, Colombia3 y Argentina4, por solo citar 
algunos casos. Contrario a como pasa en el sistema procesal privado dominicano, 
HQ�HVWRV�SDtVHV�OD�FRQIHVLyQ�¿FWD�QR�RSHUD�VXFLQWDPHQWH�FRQ�PRWLYR�GH�OD�PHGLGD�
de instrucción relativa a la comparecencia personal o audición directa de las partes, 
sino con un vasto alcance y desde una fase inicial del proceso, cuando el deman-
dado no comparece y entonces, casi a modo de sanción, se le tiene por confeso 
siempre que los elementos de la causa corroboren esta solución y no desmientan el 
imperio de la presunción que así lo establece. Se trata, en resumen, de un esquema 
de confesión por presunción iuris tantum que, en cuanto tal, admite la prueba en 
contrario.

En nuestro derecho, en cambio, dominado en general por la tradición de la ¿FWD�OLWLV�
contestatio, el art. 150 del Código de Procedimiento Civil, reformado por la L. 845-
78, prevé que, con ocasión del defecto de alguna de las partes, las conclusiones de 
quien se sirva de él solo podrán acogerse si fuesen justas y reposasen en prueba 
legal. El procedimiento contencioso en defecto se erige en una garantía para el de-
fectuante, lo que obliga al juez a asegurarse de que sus derechos –los del litigante 
DXVHQWH±�HVWpQ�UHVJXDUGDGRV�DXQ�FXDQGR�QR�KD\D�QDGLH�TXH�ORV�GH¿HQGD��/D�¿FWD�
confessio, no obstante, incide en derecho dominicano en un plano más restringido, 
GLVFUHFLRQDOPHQWH�SDUD�HO�MXH]�\�HQ�HO�FRQWH[WR�HVSHFt¿FR�GH�XQD�PHGLGD�GH�LQVWUXF-
ción: la comparecencia personal de las partes5. 

6L�HO�GHPDQGDQWH�R�HO�GHPDQGDGR�� LQGLVWLQWDPHQWH��QR�DFXGHQ�HQ� OD� IHFKD�¿MDGD�
para consumo de la medida de comparecencia personal o, ya presentes, se niegan 
a responder, el juez “puede” deducir de ese talante cualquier corolario y asimilarlo, 
SRU�XQD�¿FFLyQ�MXUtGLFD��D�XQ�FRPLHQ]R�GH�SUXHED�SRU�HVFULWR��3DVD�HQ�HO�SURFHVR�
civil, en el comercial y en el laboral6, no en el derecho público. De hecho, en materia 
SHQDO�VHUtD�XQD�KHUHMtD��/R�GHO�FDUiFWHU�IDFXOWDWLYR�GH�OD�FRQIHVLyQ�¿FWD�\�D�HIHFWRV��

1 Arts. 304 y 307 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de España.
2 Art. 362 del Código de Procedimiento Civil de la República Bolivariana de Venezuela. 
3 Art. 210 del Código de Procedimiento Civil de Colombia.
4 Art. 417 del Código de Procedimiento Civil y Comercial de la Nación (Argentina).
5 Arts. 60 y ss. de la L. 834-78.
6 Art. 581 del Código de Trabajo: “La falta de comparecencia o la negativa a contestar de una de las partes sin causa 

MXVWL¿FDGD�SXHGH�VHU�DGPLWLGD�FRPR�SUHVXQFLyQ�FRQWUD�HOOD´�
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exclusivamente, de la indicada medida de instrucción, resulta del contenido mismo 
del art. 72 de la L. 834-78 cuando el canon, ab initio, emplea el verbo “poder” para 
GHMDU�DO�MXH]�HQ�OLEHUWDG�GH�KDFHU�XVR�GH�OD�¿JXUD�GH�R¿FLR�R�D�SHWLFLyQ�GH�DOJXQR�GH�
los instanciados. 

Otra característica interesante que presenta la ¿FWD�FRQIHVVLR� limitada al marco de 
aplicación del art. 72 de la L. 834-78 es que la regla, básicamente, más que un ins-
trumento de valoración sustantiva se acopla a la dinámica del onus probandi o de la 
carga de la prueba porque el juez, en este supuesto, no sopesa una variable probato-
ria, sino que, más bien, aprecia las consecuencias de una conducta del litigante. Ante 
el vacío que deja su mutismo deliberado o sus declaraciones evasivas o a medias, el 
legislador interviene para sugerir la forma en que puede interpretarse la situación, sa-
cando “cualquier consecuencia de derecho” y tomándose esta actitud cerrada, casi 
irreverente, como un principio de prueba por escrito: un indicio susceptible de ser 
completado con cualesquiera otras probanzas, incluso con presunciones. 

El art. 72 de la L. 834-78 simula un modelo de confesión judicial expresa, pero la ra-
zón impone rehuir de las arbitrariedades y no convertir ese enunciado en un cheque 
en blanco. En efecto, lo primero es insistir en que su implementación viene condi-
cionada al cumplimiento de tres exigencias esenciales, a saber: que el ausente haya 
sido regularmente citado, de preferencia en su propia persona o a domicilio; que el 
día y hora previstos, este no se apersone; o que, si fuera el caso, ya presente en el 
juzgado, se resista a contestar sobre hechos de su pleno conocimiento, en especial 
aspectos neurálgicos o de particular interés para el tribunal. 

Lo segundo es tomar en cuenta que el objeto del precepto es sortear posturas obs-
tructivas o de mala fe, no volcar la cólera de un juez obtuso sobre un litigante de 
pocas luces, acaso entrampado en sus propias limitaciones. De ahí que se requiera 
un plus de prudencia para que cuando la prueba concurrente desmienta objetiva-
mente la orientación natural de la presunción de confesión en contra del pleiteante 
VLOHQWH��HO�MX]JDGRU�VH�DEVWHQJD�GH�XWLOL]DUOD��'HVSXpV�GH�WRGR��³HO�YDORU�GH�OD�¿FFLyQ�
no puede ser mayor que la realidad y nada obsta para que el perjudicado la destruya 
mediante prueba en contrario” (Vallejos, 2007, p. 156). El uso irracional del instituto 
QR�GHEH��EDMR�QLQJ~Q�FRQFHSWR��FRQGXFLU�D�XQ�YROXQWDULVPR�LUUHÀH[LYR�TXH�DWURSHOOH�
el sentido de justicia, la lógica y la razón.

Mucho se ha discutido, empero, sobre la compatibilidad o no de atribuir conse-
cuencias adversas al silencio de las partes con la garantía constitucional referida 
al debido proceso y, en particular, al ejercicio de la defensa. Hay quienes postulan 
que el art. 72 de la L. 834-78 es inconstitucional porque propicia una situación de 
desequilibrio y desigualdad en perjuicio del absentista o del silente, lo que limita, de 
cara al contencioso, sus posibilidades de defenderse y porque, además, el texto en 
FXHVWLyQ�YLROHQWD��VHJ~Q�VH�D¿UPD��HO�DUW�������GH�OD�FDUWD�PDJQD�GRPLQLFDQD��FRQ-
tentivo del derecho a la no autoincriminación. 

Vayamos, sin embargo, por partes. No hay que olvidar que, como ha sido juzgado 
por la Corte de Casación francesa, la circunstancia de que se ordene una com-
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parecencia personal no quita que los jueces basen su decisión en otros factores 
probatorios también suministrados al proceso7. Ello quiere decir que los virtuales 
efectos, perniciosos para la parte que no se apersone o que estando presente se 
niegue a responder al interrogatorio, son potencialmente desmontables en el perío-
do de instrucción o de producción de pruebas; que la aplicación de la presunción de 
confesión o asentimiento, amén de que es opcional para el juez, no es mecánica o 
LUUHÀH[LYD��WRGD�YH]�TXH�DGPLWH�OD�SUXHED�HQ�FRQWUDULR�

Nada impide entonces que la parte en falta, luego de celebrada la medida y preclui-
GD�HVD�HWDSD��VH�GH¿HQGD�SRU�yUJDQR�GH�VX�DERJDGR�\�GHVPRQWH�OD�SURSHQVLyQ�GH�
OD�SUHVXQFLyQ�TXH��HQ�SULQFLSLR��MXHJD�HQ�VX�FRQWUD��$�¿Q�GH�FXHQWDV��QL�OD�LQVWDQFLD�
QL�HO�OLWLJLR�WHUPLQDQ�HQ�HVD�DXGLHQFLD�¿MDGD�SDUD�OD�FRPSDUHFHQFLD�SHUVRQDO�GH�ODV�
partes a la que, por alguna razón, alguien no asiste o, ya en ella, decide guardar 
silencio, pero como la carga de la prueba se invierte, le corresponderá a él, eso sí, 
probar que el espíritu de la suposición no es exacto y que las alegaciones de su ad-
versario no se compadecen con la verdad material; que son inexactas, infundadas 
R LQH¿FDFHV��7UDWiQGRVH��LQFOXVR��GH�OD�WULEXQD�GHPDQGDGD��HVWi�WRGDYtD�IDFXOWDGD
para promover ciertos incidentes tendentes a aniquilar el apoderamiento o el dere-
cho a accionar del demandante, sin siquiera debatir sobre el fondo de la pretensión
original.

Así las cosas, no parece que la disertación del art. 72 sea irrazonable o que concite 
un privilegio más allá de la intención del legislador de evitar un atascadero o una 
VLWXDFLyQ�GH�SUREDEOH� LQGH¿QLFLyQ��(O�SHOLJUR�\� OD� LQHOXGLEOH� LQFRQVWLWXFLRQDOLGDG�Vt�
SHUVLVWLUtDQ�DQWH�HO�LQÀXMR�GH�XQD�SUHVXQFLyQ�LUUHIUDJDEOH�WUDV�HO�GLVFXUVR�GHO�WH[WR�
–que no es el caso– que dejara al tribunal y al propio litigante afectado sin opcio-
nes, especialmente cuando el grueso de la prueba, ya calibrada, condujera a una
solución favorable a los intereses de este último. Lo de la consideración del silencio
o del absentismo como un principio de prueba por escrito, muy típico del derecho
francés, trae aparejado el requisito de añadir a la fórmula condenatoria, para com-
SOHWDU�OD�H¿FDFLD�GHO�PHUR�LQGLFLR��RWUR�X�RWURV�SURFHGLPLHQWRV�GH�SUXHED��VHDQ�HVWRV
perfectos o imperfectos. La incorporación del principio de prueba es, en la especie,
una garantía de reforzamiento que obliga al juez a no partir de ligero y a robustecer
la fuerza precaria de la presunción con un suplemento, así sea un testimonio, un
documento, un informe pericial o una comprobación directa.

Para la doctrina clásica, el despliegue del art. 72 de la L. 834-78, recogido antaño en 
XQD�OH\�GHO����GH�PD\R�GH������TXH�HQ�VX�GtD�PRGL¿Fy�HO�&yGLJR�GH�3URFHGLPLHQWR�
Civil francés, amplía considerablemente el ámbito del principio de prueba por escrito 
instituido en el art. 1347 del Código Civil: “ya no es imprescindible un documento, 
puesto que el tribunal cuenta con grandes poderes para hacer que ese principio de 
prueba surja de la comparecencia personal de las partes” (Mazeaud, 1959, p. 581).

El hecho de que el juez “pueda” suponer o deducir una confesión a partir de la con-
ducta reticente de una parte, de su negativa a hacerse interrogar, su inseguridad 

7  Civ. 3e, 9 nov. 1977: Bull III, n. 383, p. 292; JCP 78, IV, 13.
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al hablar, sus contradicciones, etc., pasa por la obligación de que el resultado de 
la medida de comparecencia personal, al menos en nuestro sistema procesal, se 
tenga como un principio de prueba por escrito, con todas sus implicaciones. No por 
FDVXDOLGDG�OD�GLVSRVLFLyQ�VH�UH¿HUH�D�TXH�HO�MXH]�³SXHGH´�±VLHPSUH�HV�SRWHVWDWLYR±�
“sacar cualquier consecuencia… de las declaraciones de las partes, de la ausencia 
o de la negativa a responder… y considerar esta como equivalente a un principio de
prueba por escrito”.

El uso de la conjunción copulativa “y”, que es inclusiva, revela claramente la inten-
ción del legislador de que no solo baste con un ejercicio deductivo o de presumir en 
contra del rebelde tomando como punto de apoyo su propia postura o su cerrazón, 
sino que habrá también la necesidad de asumir aquel comportamiento como un co-
mienzo de prueba, lo que, a su vez, pone al tribunal, como decíamos, frente al reto 
de hallar un complemento armónico que rescate el honor de la administración de 
justicia y cubra cualquier laguna. Es decir que el solo juego de la presunción no es 
VX¿FLHQWH�QL�HOOD�VH�EDVWD�SRU�Vt�PLVPD�

La colocación de estos candados persuade de que la redacción del art. 72 de la L. 
834-78 no infringe el debido proceso ni es contraria a la Constitución. El principio de
QR�DXWRLQFULPLQDFLyQ��XQR�GH�ORV�EDOXDUWHV�PiV�¿UPHV�GHO�GHUHFKR�SURFHVDO�SHQDO
clásico, recogido en el art. 95.6 del Código Procesal Penal, así como en el art. 69.6
de la propia Constitución, no tiene resonancia en lo civil ni es extensivo, con toda su
crudeza y su fuerte carga emotiva, al proceso privado en general. El alcance de la
garantía del art. 69.6 de la Constitución se limita al derecho público, en particular al
proceso represivo.

Tras el derecho reconocido al imputado de guardar silencio, en materia penal late 
la intención de prevenir la obtención de confesiones bajo tortura. Si se examinan 
las actas levantadas con ocasión de los trabajos de la Asamblea Nacional de 2010, 
en concreto el acta núm. 10, correspondiente al día 2 de febrero de 2010, puede 
DGYHUWLUVH�HO� GHVDUUROOR�SHQDO� GH� ORV�GHEDWHV�HVFHQL¿FDGRV�HQ�HO� IRUR� OHJLVODWLYR�
en torno a lo que, en ese entonces, era el art. 58 del proyecto de reforma remitido 
por el Poder Ejecutivo y que posteriormente se convertiría en el art. 69 de la actual 
Constitución.

De hecho, conforme queda registrado en la citada acta núm. 10, de fecha 2 de fe-
brero de 2010, el asambleísta por la provincia de Santiago, José Ricardo Taveras 
Blanco proponía añadir al ordinal 6º del art. 58 un injerto que dijera lo siguiente: 

>1@R�REVWDQWH��HQ�LQYHVWLJDFLRQHV�YLQFXODGDV�DO�WUi¿FR�LOtFLWR�GH�HVWXSHIDFLHQ-
tes o sustancias psicotrópicas, lavado de activos y otras infracciones vincula-
das a la delincuencia organizada transnacional, las personas están obligadas
a facilitar los datos que acrediten el origen lícito de su patrimonio.

Asimismo, el asambleísta Julio César Horton Espinal (Congreso Nacional, 2010) 
sugería incorporar al inciso lo que se indica a continuación: 
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[T]odo imputado tiene derecho a guardar silencio, el ejercicio de este dere-
cho no puede ser considerado como una admisión de los hechos o indicios
de culpabilidad ni puede ser valorado en su contra”. En la votación sobre el
particular, la moción fue rechazada 120 contra 52, de modo que el contenido
original de la propuesta quedó igual, tal cual nos llegaría más tarde en el
apartado 6to. del art. 69, con apenas un renglón: nadie podrá ser obligado a
declarar contra sí mismo.

Desde siempre, pues, el principio de no autoincriminación ha tenido en la República 
Dominicana una lectura deliberadamente penal. Las discusiones que sobre él se 
HVFHQL¿FDURQ�HQ�OD�$VDPEOHD�&RQVWLWXFLRQDO�GH������DVt�OR�FRQ¿UPDQ��/D�LQWHQFLyQ�
del legislador jamás ha sido trasponerlo al derecho privado, mucho menos al pro-
ceso civil, discusión que ha quedado zanjada desde hace tiempo en Europa y en la 
mayoría de los países de nuestro entorno, pero que, de vez en cuando, reaparece 
entre nosotros con una porfía inagotable, digna de estudios freudianos.   

CONCLUSIONES

La presunción de confesión del art. 72 de la L. 834-78, atenuada con la equivalen-
cia del silencio o las respuestas esquivas al instituto del comienzo de prueba por 
escrito, no menoscaba, en lo absoluto, el núcleo esencial del derecho de defensa 
QL�HQWUD�HQ�FRQÀLFWR�FRQ�HO�SULQFLSLR�GH�QR�DXWRLQFULPLQDFLyQ��SULPHUR��SRUTXH�OD�DOX-
dida presunción, aparte de que es prescindible y facultativa para el juez, cede ante 
la prueba en contrario y siempre puede ser desvirtuada en función de los demás 
elementos de convicción aportados al proceso; y segundo, porque la “no autoincri-
PLQDFLyQ´�HV�XQD�JDUDQWtD�GH�FRQ¿JXUDFLyQ�SXQLWLYD�R�GH�QDWXUDOH]D�SURFHVDO�SHQDO�
TXH�QR�IRUPD�SDUWH�GHO�SURFHVR�FLYLO�QL�GH�VXV�iUHDV�DOHGDxDV��$O�¿Q�\�DO�FDER��OD�
decisión del litigante de guardar silencio no constituye una renuncia al ejercicio de 
su defensa y este siempre dispone de los medios para revertir cualquier efecto per-
QLFLRVR�TXH�SXGLHUD�WHQHU�HQ�VX�FRQWUD�HVD�DFWLWXG��SUREDEOHPHQWH�MXVWL¿FDGD�HQ�XQ�
momento dado.
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